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LAS ENMIENDAS (NO REFORMAS) DE LA CONSTITUCIÓN 

MANUEL JIMÉNEZ DE PARGA de la Real Academia de Ciencias Morales y Políticas/ 

 
EL 20 de febrero de 2005 tiene que ser un día memorable en la historia de España. Se someterá a la 
aprobación popular el Tratado por el que se instituye la Constitución Europea. Ese día tendría que 
registrarse una participación grande de votantes, movidos por la convicción de que en el futuro no se 
repetirán los enfrentamientos entre naciones que ensangrentaron los territorios europeos durante el 
siglo XX. Los muy jóvenes que se acercan a esta cuestión de las guerras europeas acaso no sientan las 
emociones de dolor y rabia que experimentamos quienes vivimos aquellos acontecimientos. Tendría 
que votarse afirmativamente el 20 de febrero con las razones que dan apoyo a una Europa unida y con 
el impulso sentimental de un pasado cargado de remordimientos. Afortunadamente, los dirigentes de 
los principales partidos españoles abogan ya, de forma clara y rotunda, por el «sí» en el próximo 
referéndum. 
 
Pero en el camino han surgido unas dudas jurídicas que están entorpeciendo la buena marcha. Me 
refiero a la existencia en el Tratado de supuestas «estipulaciones contrarias a la Constitución 
española», estipulaciones que exigirían «la previa revisión constitucional» (art. 95.1 CE); una situación 
conflictiva en la que «el Gobierno o cualquiera de las Cámaras puede requerir al Tribunal Constitucional 
para que declare si existe o no esa contradicción» (art. 95.2 CE). 
 
A mi entender, la futura Constitución Europea, que pretende instaurar el Tratado, no contiene 
estipulaciones contrarias a la Constitución Española de 1978. Pueden advertirse los «complementos» 
propios de los cambios experimentados en nuestra manera de ser y de convivir en el último cuarto de 
siglo. Algunos derechos humanos reciben en el texto europeo un tratamiento más acorde con las 
exigencias del siglo XXI, y el ordenamiento jurídico-político de una unión de Estados no puede ser el 
mismo del correspondiente a una sola nación. Pero lo que nuestra Constitución denomina 
«estipulaciones contrarias» no se percibe. 
 
Por otro lado, y para la aplicación en este momento del artículo 95, tendría que aprobarse el 20 de 
febrero un Tratado con efectos inmediatos. Y no será así, lamentablemente, ya que hemos de esperar 
con paciencia a que depositen los instrumentos de ratificación todos los Estados signatarios, o sea un 
par de años, tal vez, más o menos. 
 
La Constitución Española es una norma jurídico-política de plena vigencia. La Constitución Europea, por 
el contrario, es un proyecto de futuro incierto. ¿Sería lógico que retocásemos nuestro texto con unas 
enmiendas sin estar seguros de la ratificación de la futura Constitución Europea por todas las naciones 
de la Unión? 
 
Los internacionalistas se refieren a un control preventivo, abstracto, que ha de experimentarse entre la 
fecha de autentificación del texto del Tratado (límite inicial) y la de su perfeccionamiento en el orden 
internacional (límite final). 
 
He utilizado el término «enmiendas», en el sentido de «añadidos», porque es lo que tendrá que 
introducirse en la vigente Constitución Española el día que adquiera fuerza normativa, o se perfeccione, 
la Constitución Europea. Hablar de «reformas» sería inadecuado. No hay estipulaciones contrarias a 
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radice en los dos documentos. Se mencionan en el Preámbulo de la europea «los valores que sustentan 
el humanismo: la igualdad de las personas, la libertad y el respeto a la razón». Son los mismos valores 
que ampara la Constitución Española y cuya aplicación protege. 
 
La enumeración de los derechos y de las libertades en la Constitución de 1978 es bastante completa. 
Sin embargo, los cambios acaecidos por las revoluciones técnicas, especialmente en el campo de las 
comunicaciones, generan nuevos derechos que en 1977-78 no pudieron preverse, ni siquiera atisbarse. 
 
La libertad informática y la libertad de información «sin consideración de fronteras» pueden ser un 
complemento, o enmienda (al modo de lo ocurrido en la historia de Estados Unidos de América), que 
se añada a nuestro «viejo texto» de 1978. 
 
Interés posee también la cláusula de solidaridad del artículo 42. El terrorismo no alcanzaba hace un 
cuarto de siglo las dimensiones ecuménicas que hoy tiene. Por eso «la Unión movilizará todos los 
instrumentos de que disponga, incluidos los medios militares puestos a su disposición por los Estados 
miembros, para prevenir el riesgo del terrorismo en el territorio de los Estados miembros». 
 
Actualizar la protección de las personas mayores es otra enmienda estimable. Hace 25 años el número 
de españoles que superaban la edad de jubilación oficial era relativamente pequeño. Ahora ese 
colectivo de mayores de 70 años forma un porcentaje notable de población. En la Constitución 
Española no se mencionan los derechos de los que han alcanzado la edad superior, sino que se presta 
más interés a «la protección de la juventud y de la infancia» (art. 20.4 CE). La denominada tercera 
edad sólo es aludida en el capítulo relativo a los principios rectores de la política social y económica. La 
Constitución Europea, por el contrario, consagra su artículo II-25 a los derechos de las personas 
mayores: «La Unión reconoce y respeta el derecho de las personas mayores a llevar una vida digna e 
independiente y a participar en la vida social y cultural». 
 
He aquí otra enmienda. No es una estipulación contraria a la Constitución de 1978, sino que la 
complementa. 
 
Esta tarea de rematar con criterios actuales los preceptos de 25 años atrás se lleva a cabo por el 
Tribunal Constitucional cuando las circunstancias lo requieren. Como muestra de ello contamos con una 
Sentencia de este mismo año 2004, de fecha 23 de febrero, en la que el Tribunal consideró un derecho 
que no figura expresamente en la tabla del texto constitucional: el derecho a disfrutar pacíficamente 
del descanso, sin tener que soportar los ruidos de las calles y plazas. 
 
La Sala Primera del Tribunal afirmó en esa Sentencia: «El ruido, en la sociedad de nuestros días, puede 
llegar a representar un factor psicopatógeno y una fuente permanente de perturbación de la calidad de 
vida de los ciudadanos... Consecuentemente, conviene considerar, siempre en el marco de las 
funciones que a este Tribunal le corresponde desempeñar, la posible incidencia que el ruido tiene sobre 
la integridad real y efectiva de los derechos fundamentales...» 
 
Este complemento jurisprudencial (del que sólo cito un botón de muestra) se sitúa en la misma línea 
de las enmiendas que aportará, en su día, la Constitución Europea. 
 
Lo que el Tribunal Constitucional va a sostener en la declaración que deba hacer cuando sea requerido 
al efecto podría estar ya prefigurado en la Ponencia que el Tribunal presentó hace un año, 27 y 28 de 
noviembre de 2003, en el Seminario de Estudios de los Tribunales Constitucionales de Italia, Portugal y 
España, celebrado en Lisboa. En esta Ponencia se analizó con detalle: «La naturaleza normativa de la 
denominada Constitución Europea (con inclusión de la Carta de derechos); su integración en el derecho 
español; la proyección de la doctrina constitucional vigente y consideraciones prospectivas». Allí se 
dejó dicho: «Por más que la Constitución para Europa se integre en el Derecho interno bajo la veste de 
un convenio internacional, es obvio que no será un tratado cualquiera. No sólo porque constituye a la 
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Unión, sino, sobre todo, porque sus pretensiones constituyentes no pueden dejar de sentirse en el 
interior de los Ordenamientos nacionales... Esta interiorización del sentido político profundo que cabe 
predicar de la Constitución para Europa, como pieza singular en el proyecto de construcción de una 
Europa unida, debería quizás traducirse en un nuevo talante de los intérpretes supremos de las 
Constituciones nacionales, llamados en lo sucesivo a interpretar los preceptos constitucionales a la luz 
de una lógica que, en último término -no debe olvidarse-, se ha desencadenado a partir de previsiones 
y mandatos establecidos en las propias Constituciones. Una lógica, en suma, originariamente nacional 
y soberana». 
 
El 20 de febrero de 2005, si los españoles aprobamos el Tratado, se abrirá un proceso largo para que, 
con la ayuda del Tribunal Constitucional, accedamos a la condición de ciudadanos de la Unión Europea. 
No cambiaremos el rumbo democrático que marcó nuestra Constitución de 1978. Los nuevos preceptos 
no son «estipulaciones contrarias», sino complementarias. Son enmiendas, añadidos. Hemos de acudir 
a las urnas con estas ideas claras y animados por el sentimiento de afrontar un futuro europeo sin las 
terribles luchas fratricidas del siglo XX, aquellas que entristecieron los años juveniles de mi generación. 
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